
JURISPRUDENCIA

DICTAMEN 2/94 DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
28 DE MARZO DE 1996

«ADHESIÓN DE LA COMUNIDAD AL CONVENIO PARA LA PRO-

TECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LAS LIBERTADES
FUNDAMENTALES»

En el Tribunal de Justicia se presentó una solicitud de dictamen, reci-
bida en la Secretaría el 26 de abril de 1994, formulada por el Consejo de
la Unión Europea con arreglo al apartado 6 del artículo 228 del Tratado
CE, que dispone lo siguiente:

«El Consejo, la Comisión o un Estado miembro podrán soli-
citar el dictamen del Tribunal de Justicia sobre la compatibilidad
de cualquier acuerdo previsto con las disposiciones del presente
Tratado. Cuando el dictamen del Tribunal de Justicia sea negati-
vo, el acuerdo sólo podrá entrar en vigor en las condiciones es-
tablecidas en el artículo N del Tratado de la Unión Europea.»

EXPOSICIÓN DE LA SOLICITUD DE DICTAMEN

I. Contenido de la solicitud de dictamen

1. El Consejo, representado por los Sres. J.-C. Piris, Director Gene-
ral del Servicio Jurídico, y J.-P. Jacqué, Director en el Servicio Jurídico,
y la Sra. A. Lo Monaco, miembro del Servicio Jurídico, en calidad de
Agentes, solicita el dictamen del Tribunal de Justicia sobre la siguiente
cuestión:

«La adhesión de la Comunidad Europea al Convenio para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales de 4 de noviembre de 1950 (en lo sucesivo. Convenio),
¿sería compatible con el Tratado constitutivo de la Comunidad
Europea?»
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2. El Consejo señala que no es posible adoptar una decisión de prin-
cipio sobre la apertura de negociaciones antes de que el Tribunal de Jus-
ticia haya examinado si la adhesión que se proyecta es compatible con el
Tratado.

En sus observaciones orales, el Consejo mantiene, aun reconociendo
que no existe un texto que recoja el proyecto de acuerdo, que procede
declarar la admisibilidad de la solicitud de dictamen. Indica que no ha
incurrido en desviación procesal, sino que se ha visto enfrentado a pro-
blemas de fondo de naturaleza jurídica e institucional. Además, el Conve-
nio al que se adheriría la Comunidad es un Convenio conocido, y los
interrogantes jurídicos que suscita la adhesión son, a su juicio, lo bastan-
te precisos como para permitir al Tribunal de Justicia emitir un dictamen.

3. Al exponer el objeto y las finalidades del acuerdo previsto, el
Consejo define su posición sobre el alcance de la adhesión, la participa-
ción de la Comunidad en los órganos de control y las modificaciones que
deberían introducirse en el Convenio y en sus Protocolos.

4. En lo relativo al alcance de la adhesión, el Consejo precisa que
cada Comunidad debería adherirse al Convenio en el marco de sus com-
petencias y dentro de los límites del ámbito de aplicación de su Derecho.
La adhesión consistiría en una adhesión al Convenio y a los Protocolos
que se encuentran en vigor y que han sido ratificados por todos los Esta-
dos miembros de la Comunidad. Dicha adhesión no debería producir efecto
alguno sobre las reservas formuladas por los Estados miembros, Partes en
el Convenio, que continuarían produciendo efecto en los ámbitos que son
de competencia nacional. La Comunidad aceptaría someterse al mecanis-
mo de recursos individuales y de recursos entre Estados; sin embargo,
habría que excluir la posibilidad de recursos entre la Comunidad y sus
Estados miembros, para respetar el monopolio que el artículo 219 del Tra-
tado CE confiere a este respecto al Tribunal de Justicia.

5. Por lo que respecta a la participación de la Comunidad en los ór-
ganos de control, y en especial en el futuro Tribunal único de derechos
humanos, caben diversas posibilidades: inexistencia de Juez comunitario,
designación de un Juez permanente con un estatuto idéntico al de los de-
más Jueces o designación de un Juez de estatuto especial, cuyo derecho
de voto estaría limitado a los asuntos relacionados con el Derecho comu-
nitario. Dicho Juez no podría ser al mismo tiempo miembro del Tribunal
de Justicia. El Convenio regularía el procedimiento de nombramiento del
citado Juez, pero la designación de los candidatos propuestos por la Co-
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munidad sería un asunto interno de ésta. No se contempla la posibilidad
de que la Comunidad participe en el Comité de Ministros, que por otra
parte debe perder todas sus funciones en el futuro mecanismo jurisdic-
cional.

6. Sería necesario modificar el Convenio y sus Protocolos, que en la
actualidad sólo están abiertos a la adhesión de los Estados miembros del
Consejo de Europa, pues la Comunidad no prevé adherirse al Consejo de
Europa. También habría que modificar las disposiciones técnicas que re-
gulan la intervención de los Estados miembros del Consejo de Europa en
los mecanismos de control del Convenio. En caso de adhesión, la Comu-
nidad sólo quedaría vinculada dentro de los límites de sus competencias.
Debería preverse un mecanismo que permitiera a la Comunidad y a sus
Estados miembros clarificar la cuestión del reparto de competencias ante
los órganos del Convenio.

7. Al analizar si la adhesión es conforme con el Tratado, el Consejo
examina la competencia de la Comunidad para celebrar el proyectado acuer-
do y la compatibilidad del sistema jurisdiccional del Convenio con los
artículos 164 y 219 del Tratado.

8. El Consejo reconoce que el Tratado no confiere a la Comunidad
un poder de acción específico en materia de derechos humanos. La pro-
tección de estos derechos se lleva a cabo a través de los principios gene-
rales del Derecho comunitario. En la actualidad, el artículo F del Tratado
de la Unión Europea consagra la necesidad de proteger tales derechos, que
ya había sido afirmada por la jurisprudencia. El Consejo considera que la
protección de los derechos humanos es el resultado de un principio hori-
zontal que es parte integrante de los objetivos de la Comunidad. Según el
Consejo, a falta de un artículo específico, el artículo 235 del Tratado CE
puede servir de base jurídica a la adhesión, siempre que se cumplan los
requisitos fijados en dicho artículo.

9. El Consejo se plantea también la cuestión de si la adhesión de la
Comunidad al Convenio, y en especial a su sistema jurisdiccional, pone
en entredicho la competencia jurisdiccional exclusiva conferida al Tribu-
nal de Justicia por los artículos 164 y 219 de Tratado, y la autonomía del
ordenamiento jurídico comunitario.

10. El Consejo subraya la falta de efecto directo de las sentencias
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos; en efecto, dicho Tribunal no
puede derogar o modificar una disposición de Derecho nacional, sino sólo
imponer a una Parte Contratante una obligación de resultado. No obstan-
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te, el Tribunal de Justicia estaría obligado a respetar las sentencias de di-
cho Tribunal en su propia jurisprudencia. El sometimiento de los recursos
individuales al requisito previo de que se hayan agotado los recursos in-
ternos supondría que los órganos jurisdiccionales internos de la Comuni-
dad, y en particular el Tribunal de Justicia, deberían pronunciarse sobre
la compatibilidad de un acto comunitario con el Convenio. Según el Con-
sejo, en el dictamen 1/91, de 14 de diciembre de 1991 (Rec. p. 1-6079),
el Tribunal de Justicia ha admitido que la Comunidad se someta a un
mecanismo jurisdiccional establecido por un acuerdo internacional, a con-
dición de que el correspondiente órgano jurisdiccional se limite a inter-
pretar y aplicar dicho acuerdo, sin poner en entredicho la autonomía del
ordenamiento jurídico comunitario. El Consejo se pregunta si dicha afir-
mación se aplica sólo a los supuestos en que las sentencias de dicho
órgano jurisdiccional se refieran únicamente al acuerdo internacional o tam-
bién a los casos en que dichas sentencias puedan referirse a la compa-
tibilidad del Derecho comunitario con el acuerdo.

II. Procedimiento

III. Antecedentes de la cuestión del respeto de los derechos humanos
por parte de la Comunidad

1. Al igual que los Tratados CECA o CEEA, el Tratado CE no con-
tiene referencias específicas a los derechos fundamentales, como no sea
la alusión a «la defensa de la paz y la libertad» que figura en el último
considerando del Preámbulo.

2. El Tribunal de Justicia ha consagrado la protección de los dere-
chos fundamentales a través de los principios generales del Derecho co-
munitario, remitiéndose a las tradiciones constitucionales comunes y a los
instrumentos internacionales, y en particular al Convenio.

3. Inspirándose en dicha jurisprudencia, el Acta Única Europea alu-
de, en su Preámbulo, al respeto de los derechos fundamentales reconoci-
dos en las Constituciones y leyes de los Estados miembros, en el Conve-
nio y en la Carta Social Europea.
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4. El apartado 2 del artículo F del Tratado de la Unión Europea indi-
ca que «la Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se ga-
rantizan en el Convenio [...] y tal y como resultan de las tradiciones cons-
titucionales comunes a los Estados miembros como principios generales del
Derecho comunitario». El quinto guión del apartado 2 del artículo J.l de
este Tratado menciona el respeto de los derechos humanos y de las liberta-
des fundamentales. El apartado 1 del artículo K.2 del mismo Tratado con-
tiene una referencia expresa al respeto del Convenio en el contexto de la
cooperación en los ámbitos de la justicia y de los asuntos de interior.

5. También se ha hecho alusión al respeto de los derechos fundamen-
tales en diversas declaraciones políticas de los Estados miembros y de las
Instituciones comunitarias. Pueden citarse a este respecto la Declaración
común del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión sobre los
derechos fundamentales, de 5 de abril de 1977 (Recopilación de los Tra-
tados, 1995, p. 877), la Declaración común del Parlamento Europeo, del
Consejo, de los Representantes de los Estados miembros reunidos en el
seno del Consejo y de la Comisión contra el racismo y la xenofobia, de
11 de junio de 1986 (Recopilación de los Tratados, 1995, p. 889), la Re-
solución del Consejo y de los Representantes de los Gobiernos de los
Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, de 29 de mayo de
1990, relativa a la lucha contra el racismo y la xenofobia (DO C 157, p. 1),
la Resolución sobre derechos humanos, democracia y desarrollo adoptada
por el Consejo y los Representantes de los Gobiernos de los Estados miem-
bros reunidos en el seno del Consejo el 28 de noviembre de 1991 (Bole-
tín de las Comunidades Europeas, núm. 11/91, punto 2.3.1), y las Con-
clusiones sobre la aplicación de esta última Resolución adoptadas por el
Consejo y los Estados miembros el 18 de noviembre de 1992. También
se pueden citar las Declaraciones de diversos Consejos Europeos, como
la Declaración sobre la identidad europea de 14 de diciembre de 1973
(Boletín de las Comunidades Europeas, núm. 12/73, punto 2501), la De-
claración sobre la democracia de 8 de abril de 1978, la Declaración sobre
el papel de la Comunidad en el mundo de 2 y 3 de diciembre de 1988
(Boletín de las Comunidades Europeas, núm. 12/88, punto 1.1.10), la De-
claración sobre derechos humanos de 29 de junio de 1991 (Boletín de las
Comunidades Europeas, núm. 6/91, anexo V) y la Declaración sobre de-
rechos humanos de 11 de diciembre de 1993, con ocasión del 45° aniver-
sario de la Declaración Universal de Derechos Humanos (Boletín de las
Comunidades Europeas, núm. 12/93, punto 1.4.12).
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6. En un informe de 4 de febrero de 1976, transmitido al Parlamen-
to Europeo y al Consejo, y titulado «la protección de los derechos funda-
mentales en la creación y desarrollo del Derecho comunitario» (Boletín de
las Comunidades Europeas, suplemento 5/76), la Comisión excluyó la
necesidad de que la Comunidad se adhiriese como tal al Convenio.

7. La Comisión propuso por primera vez al Consejo una adhesión
formal en su Memorándum de 4 de abril de 1979 relativo a la adhesión
de las Comunidades Europeas al Convenio para la Protección de los De-
rechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Boletín de las Co-
munidades Europeas, suplemento 2/79).

8. Dicha propuesta fue renovada en la Comunicación de la Comisión
de 19 de noviembre de 1990 relativa a la adhesión de la Comunidad al
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales.

9. El 26 de octubre de 1993, la Comisión publicó un documento de
trabajo denominado «La adhesión de la Comunidad al Convenio europeo
de Derechos Humanos y el ordenamiento jurídico comunitario», en el que
analiza en particular las cuestiones de la base jurídica de la adhesión y
del monopolio jurisdiccional del Tribunal de Justicia.

10. El Parlamento Europeo se ha expresado en favor de una adhe-
sión en varias ocasiones, siendo la más reciente su Resolución de 18 de
enero de 1994 sobre la adhesión de la Comunidad al Convenio europeo
de Derechos Humanos (DO C 44, p. 32), adoptada tomando como base un
informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos y de Derechos de los Ciu-
dadanos.

DICTAMEN DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA

Sobre la admisibilidad de la solicitud de dictamen

1. Los Gobiernos irlandés y del Reino Unido, así como los Gobier-
nos danés y sueco, han sostenido que procede declarar la inadmisibilidad
de la solicitud de dictamen o han subrayado, al menos, el carácter prema-
turo de ésta. Han alegado que no existe un acuerdo cuyo contenido sea lo
bastante preciso como para permitir al Tribunal de Justicia examinar la
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compatibilidad de la adhesión con el Tratado. A juicio de dichos Gobier-
nos, no cabe hablar de un acuerdo previsto cuando el Consejo ni siquiera
ha adoptado aún una decisión de principio sobre la apertura de las nego-
ciaciones de dicho acuerdo.

2. A este respecto, procede recordar que, a tenor del apartado 6 del
artículo 228 del Tratado, el Consejo, la Comisión o un Estado miembro
podrá solicitar el dictamen del Tribunal de Justicia sobre la compatibili-
dad de cualquier acuerdo previsto con las disposiciones del Tratado.

3. La finalidad de dicha disposición, como ha declarado en varias
ocasiones el Tribunal de Justicia, y más recientemente en su dictamen 3/
94, de 13 de diciembre de 1995 (Rec. p. 1-4577), apartado 16, es evitar
las complicaciones que surgirían de litigios relativos a la compatibilidad
con el Tratado de acuerdos internacionales que obligaran a la Comunidad.

4. El Tribunal de Justicia también señaló en dicho dictamen (aparta-
do 17) que una resolución judicial que declarara en su caso que tal acuerdo,
a la vista de su contenido o del procedimiento seguido para su celebra-
ción, es incompatible con las disposiciones del Tratado no dejaría de pro-
vocar, no sólo en el plano comunitario, sino también en el de las relacio-
nes internacionales, serias dificultades y podría perjudicar a todas las partes
interesadas, incluidos los países terceros.

5. A fin de evitar tales complicaciones, el Tratado ha establecido el
procedimiento excepcional de una solicitud dirigida con carácter previo al
Tribunal de Justicia para que se verifique, antes de la conclusión del acuer-
do, si éste es compatible con el Tratado.

6. Se trata de un procedimiento especial de colaboración entre el
Tribunal de Justicia, por una parte, y las demás Instituciones comunita-
rias y los Estados miembros, por otra, en el cual el papel del Tribunal de
Justicia consiste en garantizar, conforme al artículo 164 del Tratado, el
respeto del Derecho en la interpretación y aplicación del Tratado, en una
fase anterior a la celebración de un acuerdo que pueda dar lugar a liti-
gios sobre la legalidad de un acto comunitario de celebración, de ejecu-
ción o de aplicación.

7. Por lo que respecta a la existencia de un proyecto de acuerdo, hay
que constatar que, en el presente caso, tanto en el momento en que se
solicitó el dictamen del Tribunal de Justicia como en el momento en que
este último lo emite, las negociaciones no se han iniciado aún ni se ha
determinado el contenido concreto del acuerdo mediante el que la Comu-
nidad tiene la intención de adherirse al Convenio.
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8. Para apreciar en qué medida la falta de precisiones sobre el con-
tenido del acuerdo afecta a la admisibilidad de la solicitud de dictamen,
es necesario distinguir según el objeto de esta última.

9. Como se deduce de las observaciones presentadas por los Gobier-
nos de los Estados miembros y por las Instituciones comunitarias, la ad-
hesión de la Comunidad al Convenio plantea dos problemas principales,
a saber, por un lado, el de la competencia de la Comunidad para celebrar
un acuerdo de este tipo y, por otro, el de su compatibilidad con las dis-
posiciones del Tratado, en especial con las relativas a las competencias
del Tribunal de Justicia.

10. Por lo que respecta a la cuestión de la competencia, procede re-
cordar que, en su dictamen 1/78, de 4 de octubre de 1979 (Rec. p. 2871),
apartado 35, el Tribunal de Justicia declaró que, cuando se trata de resol-
ver una cuestión de competencia, interesa a las Instituciones comunitarias
y a los Estados interesados, incluidos los países terceros, que dicha cues-
tión quede aclarada desde la apertura de las negociaciones y antes inclu-
so de que se negocien los puntos esenciales del acuerdo.

11. El único requisito al que el Tribunal de Justicia hizo referencia
en dicho dictamen es que se conozca el objeto del acuerdo previsto antes
de iniciar las negociaciones.

12. Pues bien, no cabe duda de que, en la presente solicitud de dic-
tamen, se conoce el objeto del acuerdo previsto. En efecto, con indepen-
dencia de las modalidades de la adhesión de la Comunidad al Convenio,
el objeto general de dicho Convenio, la materia que regula y el alcance
institucional de dicha adhesión para la Comunidad son perfectamente co-
nocidos.

13. No es posible impugnar la admisibilidad de la solicitud de dicta-
men alegando que el Consejo no ha adoptado aún la decisión de abrir las
negociaciones y que no se ha previsto ningún acuerdo en el sentido del
apartado 6 del artículo 228 del Tratado.

14. En efecto, aunque no se haya adoptado aún dicha decisión, la
adhesión de la Comunidad al Convenio ha sido objeto de diversos estu-
dios y propuestas de la Comisión y figuraba en el orden del día del Con-
sejo en el momento en que se sometió el asunto al Tribunal de Justicia.
El hecho de que el Consejo haya iniciado el procedimiento del apartado
6 del artículo 228 del Tratado presupone, por otra parte, que dicha Insti-
tución contemplaba la posibilidad de negociar y concluir dicho acuerdo.
La solicitud de dictamen parece pues inspirada por el interés legítimo del
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Consejo en conocer la amplitud de sus competencias antes de adoptar una
decisión sobre la apertura de negociaciones.

15. Por lo demás, es preciso indicar que el alcance de la solicitud
de dictamen, en la medida en que se refiere a la cuestión de la competen-
cia de la Comunidad, es suficientemente claro y que una decisión formal
de apertura de negociaciones por parte del Consejo no era indispensable
para precisar más dicho objeto.

16. Por último, el efecto útil del procedimiento del apartado 6 del
artículo 228 del Tratado exige que exista la posibilidad de solicitar el dic-
tamen del Tribunal de Justicia sobre la cuestión de la competencia no sólo
una vez abiertas las negociaciones (dictamen 1/78, apartado 35), sino tam-
bién antes de que se hayan iniciado formalmente éstas.

17. En estas circunstancias, al haberse planteado con carácter previo
en la esfera del Consejo la cuestión de la competencia de la Comunidad
para proceder a la adhesión, tanto la Comunidad como los Estados miem-
bros y los demás Estados Partes en el Convenio tienen interés en saber a
qué atenerse sobre esta cuestión antes de la apertura de las negocia-
ciones.

18. De las consideraciones precedentes resulta que procede declarar
la admisibilidad de la solicitud de dictamen en la medida en que se refie-
re a la competencia de la Comunidad para concluir un acuerdo de la na-
turaleza del que aquí se contempla.

19. No puede sin embargo decirse lo mismo en lo que respecta a la
cuestión de la compatibilidad del acuerdo con el Tratado.

20. En efecto, para dar una respuesta detallada a la cuestión de si la
adhesión de la Comunidad al Convenio es compatible con las disposicio-
nes del Tratado, y en especial con sus artículos 164 y 219, relativos a la
competencia del Tribunal de Justicia, este último debe disponer de infor-
mación suficiente sobre el modo en que la Comunidad proyecta someter-
se a los mecanismos actuales y futuros de control jurisdiccional estable-
cidos por el Convenio.

21. Pues bien, resulta obligado señalar que el Tribunal de Justicia no
ha recibido precisión alguna sobre las soluciones previstas en lo que res-
pecta a la forma concreta de dicha sumisión de la Comunidad a un órga-
no jurisdiccional internacional.

22. De las consideraciones precedentes resulta que el Tribunal de
Justicia no se encuentra en condiciones de emitir un dictamen sobre la
compatibilidad de la adhesión al Convenio con las normas del Tratado.
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Sobre la competencia de la Comunidad para adherirse al Convenio

23. Del artículo 3 B del Tratado, que establece que la Comunidad
actuará dentro de los límites de las competencias que le atribuye el Tra-
tado y de los objetivos que éste le asigna, se deduce que la Comunidad
sólo dispone de competencias de atribución.

24. El principio de competencias de atribución debe ser respetado
tanto en la acción interior como en la acción internacional de la Comu-
nidad.

25. La Comunidad actúa normalmente basándose en competencias
específicas que, como ha declarado este Tribunal de Justicia, no deben
necesariamente resultar expresamente de disposiciones específicas del Tra-
tado, sino que pueden también deducirse implícitamente de dichas dispo-
siciones.

26. Así, en el ámbito de las relaciones internacionales de la Comu-
nidad, que es el que se examina en la presente solicitud de dictamen, es
jurisprudencia reiterada que la competencia de la Comunidad para contraer
obligaciones internacionales puede resultar no sólo de disposiciones ex-
plícitas del Tratado, sino que también puede derivarse de manera implíci-
ta de dichas disposiciones. El Tribunal de Justicia declaró, en particular,
que, siempre que el Derecho comunitario hubiera atribuido a las Institu-
ciones de la Comunidad competencias en el ámbito interno con el fin de
alcanzar un objetivo determinado, la Comunidad estaba facultada para
contraer las obligaciones internacionales necesarias para la consecución de
este objetivo, aun cuando no existiera una disposición expresa al respecto
(véase el dictamen 2/91, de 19 de marzo de 1993, Rec. p. 1-1061, apar-
tado 7).

27. Procede señalar que ninguna disposición del Tratado confiere a
las Instituciones comunitarias, con carácter general, la facultad de adop-
tar normas en materia de derechos humanos o de celebrar convenios in-
ternacionales en este ámbito.

28. Al no existir competencias específicas expresas o implícitas al
respecto, es preciso examinar si el artículo 235 del Tratado puede consti-
tuir la base jurídica para la adhesión.

29. El artículo 235 tiene por objeto suplir la inexistencia de poderes
de acción conferidos expresa o implícitamente a las Instituciones comuni-
tarias por disposiciones específicas del Tratado, en la medida en que di-
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chos poderes resulten no obstante necesarios para que la Comunidad pue-
da ejercer sus funciones con vistas a lograr alguno de los objetivos esta-
blecidos por el Tratado.

30. Al ser parte integrante de un orden institucional basado en el
principio de las competencias de atribución, dicha disposición no puede
servir de base para ampliar el ámbito de competencias de la Comunidad
más allá del marco general que resulta del conjunto de las disposiciones
del Tratado, y en particular de las que definen las misiones y acciones de
la Comunidad. En cualquier caso, no puede servir de fundamento para la
adopción de disposiciones que, en definitiva, tuviesen por resultado una
modificación del Tratado efectuada sin respetar el procedimiento de mo-
dificación previsto en el mismo.

31. Habida cuenta de las consideraciones precedentes, procede exa-
minar ahora si la adhesión de la Comunidad al Convenio puede basarse
en el artículo 235.

32. Es preciso comenzar recordando que diversas declaraciones de los
Estados miembros y de las Instituciones comunitarias (citadas en el punto
III.5 de los antecedentes de hecho) han subrayado la importancia del respeto
de los derechos humanos. También se hace referencia a ello en el Preámbulo
del Acta Única Europea, así como en el Preámbulo y en el apartado 2 del
artículo F, en el quinto guión del apartado 2 del artículo J.l, y en el aparta-
do 1 del artículo K.2 del Tratado de la Unión Europea. El artículo F preci-
sa, por otra parte, que la Unión respetará los derechos fundamentales tal
como se garantizan, en particular, en el Convenio. El artículo 130 U del
Tratado CE establece, en su apartado 2, que la política de la Comunidad en
el ámbito de la cooperación al desarrollo contribuirá al objetivo de respeto
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales.

33. Procede señalar a continuación que, según reiterada jurispruden-
cia, los derechos fundamentales forman parte de los principios generales
del Derecho cuyo respeto garantiza el Tribunal de Justicia. A este respec-
to, el Tribunal de Justicia se inspira en las tradiciones constitucionales
comunes de los Estados miembros así como en las indicaciones propor-
cionadas por los instrumentos internacionales relativos a la protección de
los derechos humanos con los que los Estados miembros han cooperado
o a los que se han adherido. Dentro de este contexto, el Tribunal de Jus-
ticia precisó que el Convenio revestía un significado particular (véase, en
especial, la sentencia de 18 de junio de 1991, ERT, C-260/89, Rec. p. I-
2925, apartado 41).
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34. Aun cuando el respeto de los derechos humanos constituye, por
consiguiente, un requisito para la legalidad de los actos comunitarios, re-
sulta obligado señalar, sin embargo, que la adhesión al Convenio entrañaría
un cambio sustancial del actual régimen comunitario de protección de los
derechos humanos, en la medida en que implicaría la inserción de la Co-
munidad en un sistema institucional internacional distinto y la integración
de la totalidad de las disposiciones del Convenio en el ordenamiento jurí-
dico comunitario.

35. Una modificación semejante del régimen de protección de los
derechos humanos en la Comunidad, cuyas implicaciones institucionales
serían asimismo fundamentales tanto para la Comunidad como para los
Estados miembros, tendría una envergadura constitucional y sobrepasaría
pues, por su naturaleza, los límites del artículo 235. Dicha modificación
únicamente puede realizarse a través de una modificación del Tratado.

36. Procede, por consiguiente, declarar que, en el estado actual del
Derecho comunitario, la Comunidad no tiene competencia para adherirse
al Convenio.

Por consiguiente,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA,

integrado por los Sres.: G.C. Rodríguez Iglesias, Presidente; C.N. Kakouris,
D.A.O. Edward, J.-P. Puissochet y G. Hirsch, Presidentes de Sala; G.F.
Mancini, F.A. Schockweiler (Ponente), J.C. Moitinho de Almeida, P.J.G.
Kapteyn, C. Gulmann, J.L. Murray, P. Jann, H. Ragnemalm, L. Sevón y
M. Wathelet, Jueces;
oídos los Sres.: G. Tesauro, primer Abogado General; C.O. Lenz, F.G.
Jacobs, A. La Pérgola, G. Cosmas, P. Léger, M.B. Elmer, N. Fennelly y
D. Ruiz-Jarabo Colomer, Abogados Generales;
emite el siguiente dictamen:

En el estado actual del Derecho comunitario, la Comunidad no tiene
competencia para adherirse al Convenio para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
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